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C.A. de Valpara soí

Valpara soí , cuatro de agosto de dos mil veintis isé .
VISTO:
A folio 1 comparece don Rodrigo Andreucci Aguilera, abogado, 

en  representaci n  convencional  de  MAKROCEANO  S.A.,  quienó  
deduce  reclamo  de  ilegalidad  municipal,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  art culo  151  de  la  Ley  N.  18.695,  en  contra  delí º  
Decreto Alcaldicio N.  11.932, de 30 de septiembre de 2025, dictadoº  
por la alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de Vi a del Mar, medianteñ  
el cual se promulg  la Modificaci n al Plan Regulador Comunal deó ó  
Vi a del Mar, Sector Re aca Norte Costa , publicada en el Diarioñ « ñ »  
Oficial el 9 de octubre de 2025; y, asimismo, en contra del rechazo 
t cito del reclamo de ilegalidad presentado en sede municipal el 21 deá  
noviembre de 2025.

Expone la reclamante que es propietaria del inmueble ubicado 
en Avenida Borgo o N.  20.290, sector Re aca Norte Costa, rol deñ º ñ  
aval o N.  3161-4, de la comuna de Vi a del Mar y, adem s, titularú º ñ á  
del permiso de obra nueva N.  9/2019, de 31 de enero de 2019, conº  
sus modificaciones posteriores, correspondiente al denominado Edificio 
Makroceano.  Agrega que dichas obras se encuentran paralizadas  en 
virtud de la  sentencia pronunciada por esta Corte en la causa Rol 
Protecci n  N.  34.140-2020,  hasta  la  aprobaci n  de  un  Estudio  deó º ó  
Impacto Ambiental.

Sostiene que la modificaci n impugnada afecta directamente suó  
derecho de propiedad y sus  expectativas  urban sticas,  por cuanto elí  
predio de su dominio se emplaza en el rea objeto de la modificaci n.á ó  
Afirma  que  el  nuevo  instrumento  redujo  el  coeficiente  de 
constructibilidad desde un 200 % a un 15 % para los lotes remanentes 
sin edificar, restringiendo severamente el uso residencial y permitiendo, 
seg n sostiene, nicamente determinados usos de equipamiento, lo que,ú ú  
a su juicio, constituye una expropiaci n regulatoria sin indemnizaci n.ó ó

A ade  que  la  Municipalidad  justific  p blicamente  lañ ó ú  
modificaci n  en  la  necesidad  de  considerar  los  riesgos  ecol gicos,ó ó  
naturales  y  territoriales  del  sector,  pero  descart  someter  eló  
procedimiento a evaluaci n ambiental estrat gica. Reprocha, asimismo,ó é  
que las observaciones formuladas durante el proceso de participaci nó  
ciudadana  fueran  rechazadas;  que  el  reclamo  administrativo  no 
recibiera pronunciamiento expreso; y que el acto impugnado vulnera 
las garant as constitucionales de igualdad ante la ley, debido proceso,í  
libertad de trabajo, libertad para desarrollar actividades econ micas, noó  
discriminaci n  arbitraria  en  materia  econ mica  y  derecho  deó ó  
propiedad.

A folio  7 informa la  Ilustre  Municipalidad  de Vi a  del  Mar,ñ  
solicitando  el  rechazo  del  reclamo  en  todas  sus  partes,  con  costas. 
Se ala  que  el  Decreto  Alcaldicio  N.  11.932,  de  2025,  fue  dictadoñ º  
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dentro del mbito de las atribuciones que la ley confiere al municipio yá  
con apego al procedimiento previsto en la Ley General de Urbanismo 
y Construcciones, su Ordenanza General y la normativa aplicable a los 
instrumentos de planificaci n territorial.ó

La reclamada explica que la modificaci n tuvo su origen en losó  
eventos de remoci n en masa, deslizamientos y derrumbes ocurridos enó  
el sector Re aca Norte entre los a os 2023 y 2024, los que habr anñ ñ í  
puesto de manifiesto un escenario  de alto  riesgo para la  poblaci n,ó  
determinado por las condiciones geomorfol gicas del lugar y por lasó  
deficiencias  existentes  en  la  infraestructura  de  evacuaci n  de  aguasó  
lluvias,  vialidad  y  urbanizaci n.  Sostiene  que  el  objetivo  deló  
instrumento fue precisar y adecuar la normativa urban stica medianteí  
la incorporaci n de un estudio de riesgos y de par metros acordes conó á  
las caracter sticas del territorio.í

Agrega  que  el  procedimiento  comprendi  la  consulta  de  laó  
imagen objetivo, audiencias p blicas, la exposici n del anteproyecto aú ó  
la comunidad, consultas al Consejo Comunal de Organizaciones de la 
Sociedad Civil, el conocimiento de las observaciones por el Concejo 
Municipal y la posterior revisi n de la Secretar a Regional Ministerialó í  
de  Vivienda  y  Urbanismo.  En  cuanto  a  las  observaciones  de 
Makroceano S.A., hace referencia a los acuerdos N.os 17.936, 17.937 y 
17.938, de 15 de abril de 2025; a las respuestas AU N.os 50 a 55; y al 
acuerdo N.  18.141, de 19 de agosto de 2025.º

Sostiene,  adem s,  que  no  resultaba  exigible  la  evaluaci ná ó  
ambiental estrat gica, por cuanto la modificaci n no reviste el car cteré ó á  
de sustancial  en los  t rminos previstos  en el  D.S.  N.  32/2015, delé º  
Ministerio del Medio Ambiente. A ade que la modificaci n estableciñ ó ó 
las zonas V3a, V3b y ZPD; que las dos primeras mantienen el uso 
residencial;  y  que  la  Zona  de  Paisaje  Dunar  admite  usos  de 
equipamiento, espacio p blico y reas verdes. Finalmente, afirma queú á  
el rechazo t cito del reclamo administrativo se encuentra expresamenteá  
previsto en el art culo 151, letra c), de la Ley N.  18.695.í º

A folio 12, la Fiscal a Judicial evacu  un primer informe en elí ó  
que, atendida la naturaleza de las cuestiones planteadas, sugiri  a estaó  
Corte recibir la causa a prueba o, en su defecto, pronunciarse acerca 
de la innecesariedad de dicho tr mite. Por resoluci n de 11 de marzoá ó  
de 2026, se estim  innecesario recibir la causa a prueba, por recaer laó  
controversia esencialmente sobre cuestiones de derecho,  orden ndoseá  
remitir nuevamente los antecedentes a la Fiscal a Judicial.í

Finalmente,  a  folio  20,  el  Fiscal  Judicial  evacu  un  segundoó  
informe en el que concluy  que el reclamo deb a ser rechazado, poró í  
estimar, en s ntesis, que la modificaci n cuestionada se inserta dentroí ó  
de las potestades urban sticas municipales destinadas a regular reas deí á  
riesgo; que no exist a obligaci n de someterla a evaluaci n ambientalí ó ó  
estrat gica; y que el rechazo de las observaciones ciudadanas, por sé í 
solo, no constituye una ilegalidad del procedimiento.

Se trajeron los autos en relaci n.ó
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CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:
Primero: Que el presente reclamo, interpuesto por Makroceano 

S.A., corresponde a la acci n de ilegalidad municipal prevista en eló  
art culo 151 de la Ley N.  18.695 y se dirige en contra del Decretoí º  
Alcaldicio  N.  11.932,  de  2025,  mediante  el  cual  se  promulg  laº ó  
modificaci n del Plan Regulador Comunal de Vi a del Mar respectoó ñ  
del  sector  Re aca  Norte  Costa,  as  como  tambi n  en  contra  delñ í é  
rechazo t cito del reclamo administrativo deducido previamente por laá  
reclamante.

La  reclamante  sostiene,  en  lo  sustancial,  que  la  modificaci nó  
configura una expropiaci n regulatoria encubierta, pues habr a alteradoó í  
significativamente  el  r gimen  urban stico  aplicable  a  su  inmueble,é í  
prohibiendo  el  uso  residencial  y  reduciendo  el  coeficiente  de 
constructibilidad desde un 200 % a un 15 %. Afirma que ello vulnera 
su derecho de propiedad y las  dem s garant as  constitucionales  queá í  
invoca.

A ade que la Municipalidad habr a incurrido en una actuaci nñ í ó  
contradictoria al fundar la modificaci n en consideraciones relativas aó  
los riesgos y caracter sticas ecol gicas y naturales del sector y, al mismoí ó  
tiempo,  no  someterla  al  procedimiento  de  evaluaci n  ambientaló  
estrat gica.  Asimismo,  sostiene  que  el  rechazo  de  todas  susé  
observaciones  infringi  el  debido  proceso  y  que  la  falta  deó  
pronunciamiento  expreso  sobre  el  reclamo  municipal  priv  a  esaó  
decisi n de fundamento.ó

Solicita,  en  consecuencia,  que  se  deje  sin  efecto  el  Decreto 
Alcaldicio N.  11.932, de 2025, restableciendo el imperio del derecho.º

Segundo: Que  la  Ilustre  Municipalidad  de  Vi a  del  Marñ  
solicit  el rechazo del reclamo, con costas, sosteniendo que el Decretoó  
Alcaldicio N.  11.932, de 2025, fue dictado con apego a la Ley Generalº  
de  Urbanismo  y  Construcciones,  a  su  Ordenanza  General  y  al 
procedimiento establecido para la modificaci n de los instrumentos deó  
planificaci n territorial.ó

Expone que se cumplieron las etapas previstas en la normativa 
aplicable, incluyendo la consulta de la imagen objetivo, la realizaci nó  
de audiencias p blicas, la exposici n del anteproyecto, la intervenci nú ó ó  
del  Consejo  Comunal  de  Organizaciones  de  la  Sociedad  Civil,  el 
pronunciamiento del Concejo Municipal y la revisi n de la Secretar aó í  
Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo.

A ade  que  la  modificaci n  responde  a  razones  de  seguridadñ ó  
p blica frente a los eventos de remoci n en masa ocurridos durante losú ó  
a os 2023 y 2024 y que no constituye una modificaci n sustancial delñ ó  
instrumento  de  planificaci n  territorial  que  hiciera  procedente  laó  
evaluaci n ambiental estrat gica prevista en el D.S. N.  32/2015, deló é º  
Ministerio del Medio Ambiente.

En  cuanto  a  las  infracciones  constitucionales  y  a  la  alegada 
expropiaci n  regulatoria,  sostiene  que  la  reclamante  confunde  suó  
discrepancia con el m rito y contenido de la decisi n urban stica coné ó í  
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una  ilegalidad.  Agrega  que  la  modificaci n  no  proh be  el  usoó í  
residencial en la totalidad del sector, pues lo mantiene en las zonas 
V3a y V3b y lo excluye de la Zona de Paisaje Dunar.

Finalmente,  se ala  que  el  rechazo  t cito  se  produjo  enñ á  
conformidad con el art culo 151, letra c), de la Ley N.  18.695 y que elí º  
proyecto inmobiliario de la reclamante se encontraba paralizado por 
una  sentencia  judicial  anterior,  debido  a  la  falta  de  evaluaci nó  
ambiental previa del proyecto.

Tercero : Que, de la forma en que las partes han planteado el 
debate, la controversia se circunscribe a determinar si la Municipalidad 
de  Vi a  del  Mar  ejerci  leg timamente  las  potestades  que  elñ ó í  
ordenamiento jur dico le  confiere  para  modificar  el  Plan Reguladorí  
Comunal respecto del sector Re aca Norte Costa o si, por el contrario,ñ  
incurri  en  las  ilegalidades  denunciadas  al  imponer  restriccionesó  
urban sticas  que  la  reclamante  estima  desproporcionadas,  omitir  laí  
evaluaci n  ambiental  estrat gica,  rechazar  sus  observaciones  y  noó é  
pronunciarse expresamente sobre el reclamo administrativo.

El examen propio de esta acci n recae sobre la legalidad de laó  
actuaci n  municipal  y  no  autoriza  a  sustituir  a  la  autoridadó  
planificadora en apreciaciones de m rito, oportunidad o conveniencia,é  
salvo  en  cuanto  ellas  se  traduzcan  en  la  infracci n  de  una  normaó  
jur dica. Adem s, conforme al art culo 3 de la Ley N.  19.880, el actoí á í º  
administrativo impugnado goza de presunci n de legalidad, de modoó  
que  corresponde  a  quien  pretende  dejarlo  sin  efecto  precisar  la 
infracci n  que  le  atribuye  y  aportar  los  antecedentes  que  permitanó  
establecerla.

Cuarto:  Que  el  art culo  28  decies  de  la  Ley  General  deí  
Urbanismo y Construcciones, contenida en el D.F.L. N.  458/1976, delº  
Ministerio  de  Vivienda  y  Urbanismo,  dispone  que  la  planificaci nó  
urbana es una funci n p blica destinada a organizar y definir el usoó ú  
del  suelo  de  acuerdo  con  el  inter s  general.  Su  ejercicio  debe  seré  
fundado, expresar sus motivaciones y objetivos, considerar informaci nó  
suficiente  sobre la  realidad  existente  y  su evoluci n  previsible  y  seró  
consistente con los estudios t cnicos pertinentes, entre ellos los relativosé  
a riesgos.

A su vez, el art culo 60 del mismo cuerpo legal establece que elí  
Plan Regulador o Plan Seccional se alar  los terrenos afectados porñ á  
riesgos y las normas que les sean aplicables, as  como aquellos que, porí  
su  especial  naturaleza  y  ubicaci n,  no  ser n  edificables.  Enó á  
concordancia con ello, el art culo 2.1.10 de la Ordenanza General deí  
Urbanismo y Construcciones, aprobada por el D.S. N.  47/1992, delº  
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, exige que la memoria explicativa 
del Plan Regulador Comunal d  cuenta de los aspectos conceptuales yé  
t cnicos que justifican las decisiones de planificaci n y contemple, entreé ó  
otros, un estudio de riesgos conforme al art culo 2.1.17 de la mismaí  
Ordenanza.
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El art culo 2.1.10 bis de la Ordenanza incluye, dentro del mbitoí á  
de la planificaci n urbana comunal, la zonificaci n, los usos de suelo,ó ó  
los coeficientes de constructibilidad y ocupaci n, las alturas y las reasó á  
de riesgo, con las condiciones o prevenciones correspondientes. Por su 
parte, el art culo 2.1.17 permite definir reas restringidas al desarrolloí á  
urbano  por  constituir  un  peligro  potencial  para  los  asentamientos 
humanos  y  entiende  por  reas  de  riesgo  aquellos  territorios  en  losá  
cuales,  previo  estudio  fundado,  se  limite  determinado  tipo  de 
construcciones por razones de seguridad frente a desastres naturales u 
otros semejantes.

En materia de evaluaci n ambiental estrat gica, el art culo 3 deló é í  
D.S. N.  32/2015, del Ministerio del Medio Ambiente, somete a dichoº  
procedimiento  a  los  planes  reguladores  comunales  y  a  sus 
modificaciones sustanciales. Para estos efectos, su art culo 29, letra d),í  
considera sustancial una modificaci n de un plan regulador comunal oó  
seccional cuando: ampl a el rea urbana; disminuye en al menos uní á  
5 % alguna de las reas verdes del plan; establece nuevas declaratoriasá  
de utilidad p blica para v as colectoras; incorpora territorios destinadosú í  
a infraestructura o actividades productivas molestas, contaminantes o 
peligrosas;  incorpora  el  uso  residencial  a  alguna  de  esas  zonas; 
incrementa la altura o la densidad por sobre un 20 %; o aumenta el 
coeficiente de constructibilidad o el de ocupaci n de suelo por sobre unó  
30 %.

Quinto:  Que  la  reclamante  hace  derivar  la  obligaci n  deó  
efectuar  una  evaluaci n  ambiental  estrat gica  del  hecho  de  que  laó é  
modificaci n  persiga  adecuar  la  regulaci n  a  las  caracter sticas  deó ó í  
riesgo,  ecol gicas  y  naturales  del  sector.  Sin  embargo,  la  finalidadó  
ambiental o de seguridad considerada por la autoridad no determina, 
por s  sola, la procedencia de ese procedimiento, pues trat ndose de laí á  
modificaci n  de  un  Plan  Regulador  Comunal  lo  relevante  es  queó  
concurra alguna de las situaciones previstas en el art culo 29, letra d),í  
del D.S. N.  32/2015.º

El reclamo no sostiene que se haya ampliado el rea urbana,á  
disminuido un rea verde en el porcentaje reglamentario, establecidoá  
una  nueva  declaratoria  de  utilidad  p blica  para  una  v a  colectora,ú í  
incorporado  infraestructura  o  actividades  productivas  molestas, 
contaminantes o peligrosas, ni agregado el uso residencial a una zona 
de esa naturaleza.

Por el contrario, los cambios que la propia reclamante atribuye 
al instrumento consisten en la eliminaci n del uso residencial y en laó  
reducci n del  coeficiente de constructibilidad desde un 200ó  % a un 
15 %.  Tales  modificaciones  no  corresponden  a  las  hip tesis  de  losó  
numerales  v),  vi)  y  vii)  del  precepto  citado,  que  se  refieren, 
respectivamente, a la incorporaci n del uso residencial en determinadasó  
zonas  y  al  incremento  de  la  altura,  densidad,  constructibilidad  u 
ocupaci n de suelo por sobre los porcentajes que la norma se ala.ó ñ
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En consecuencia, aun si se tienen por efectivas las alteraciones 
descritas en el reclamo, ellas no configuran alguna de las situaciones 
que  el  reglamento  califica  como  modificaci n  sustancial.  No  se  haó  
establecido, por tanto, la ilegalidad que se atribuye al municipio por no 
someter la modificaci n impugnada a evaluaci n ambiental estrat gica.ó ó é

Sexto: Que lo anterior no exime a la potestad planificadora del 
deber  de  fundamentarse  en  antecedentes  suficientes  y  de  guardar 
coherencia con los estudios t cnicos que exige la normativa urban stica.é í  
Sin embargo,  el  reclamo no denuncia la inexistencia del  estudio de 
riesgos requerido por los  art culos  2.1.10 y 2.1.17 de la  Ordenanzaí  
General,  ni identifica un defecto relativo a su autor a,  metodolog a,í í  
conclusiones o correspondencia con las normas urban sticas adoptadas.í

Su planteamiento consiste en que la referencia municipal a los 
riesgos  y  caracter sticas  ecol gicas  y  naturales  del  sector  hac aí ó í  
obligatoria la evaluaci n ambiental estrat gica y en que la intensidadó é  
de las restricciones impuestas demostrar a su arbitrariedad. La primeraí  
premisa no se ajusta al art culo 29 del D.S. N.  32/2015 y la segunda,í º  
sin la identificaci n de una concreta infracci n a las exigencias t cnicasó ó é  
o procedimentales que rigen la elaboraci n del instrumento, no bastaó  
para establecer su ilegalidad.

Por ello, esta Corte no emitir  una declaraci n general acerca deá ó  
la suficiencia cient fica de estudios t cnicos que no han sido objeto deí é  
una impugnaci n espec fica, sino que se limitar  a constatar que losó í á  
argumentos y antecedentes aportados por la reclamante no demuestran 
que  la  modificaci n  carezca  del  fundamento  exigido  por  la  Leyó  
General de Urbanismo y Construcciones y su Ordenanza.

Tal  conclusi n  resulta  compatible  con la  resoluci n  de 11 deó ó  
marzo de 2026 que estim  innecesario recibir la causa a prueba, puesó  
no se est  dirimiendo una controversia pericial acerca de la entidad deá  
los riesgos o la idoneidad de las medidas t cnicas, sino resolviendo sié  
los  hechos  y vicios  concretamente  alegados  permiten establecer  una 
infracci n al ordenamiento jur dico.ó í

S ptimoé : Que tampoco configura una ilegalidad el solo hecho 
de  que  hayan  sido  rechazadas  las  observaciones  de  la  reclamante 
durante el procedimiento de participaci n ciudadana.ó

El art culo 43 de la Ley General de Urbanismo y Construccionesí  
dispone  que  el  alcalde  debe  presentar  el  anteproyecto  al  Concejo 
Municipal junto con las observaciones formuladas por los interesados y 
que dicho rgano debe analizarlas y adoptar acuerdos respecto de cadaó  
una  de  las  materias  impugnadas.  La  norma  exige,  por  tanto,  su 
conocimiento y resoluci n, pero no les confiere car cter vinculante nió á  
obliga a aceptarlas.

En la especie, la reclamante no sostiene que sus observaciones no 
hayan sido presentadas al Concejo Municipal, que este haya omitido 
conocerlas  o  que  no  exista  un  pronunciamiento  sobre  ellas.  Su 
reproche consiste, precisamente, en que todas fueron rechazadas. Por 
su parte, el informe municipal individualiza los acuerdos N.os 17.936, 
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17.937 y 17.938; las respuestas AU N.os 50 a 55; y el acuerdo N.º 
18.141  como  actuaciones  mediante  las  cuales  fueron  tratadas  las 
observaciones  formuladas  durante  las  etapas  de  imagen  objetivo  y 
anteproyecto.

De este modo, la discrepancia de la reclamante con el contenido 
de las respuestas no equivale a la omisi n del tr mite ni demuestra, poró á  
s  sola, una infracci n al debido proceso administrativo.í ó

Octavo: Que la reclamante sostiene que la prohibici n del usoó  
residencial  y  la  reducci n  del  coeficiente  de  constructibilidadó  
constituyen  una  expropiaci n  regulatoria,  por  hacer  inviable  eló  
aprovechamiento  econ mico  de  su  inmueble.  Sin  embargo,  laó  
modificaci n de las normas sobre uso de suelo y edificaci n, adoptadaó ó  
en ejercicio de la potestad de planificaci n urbana, no equivale por só í 
sola a una expropiaci n.ó

En  el  caso  examinado  no  se  denuncia  la  transferencia  del 
dominio, una declaraci n de utilidad p blica o la privaci n formal deló ú ó  
bien, sino una limitaci n de los usos y de la intensidad de construcci nó ó  
admitidos por el instrumento de planificaci n territorial. Para estableceró  
que  esa  regulaci n  importa  la  ilegal  privaci n  que  se  alega,  eraó ó  
necesario  demostrar  su  aplicaci n  concreta  al  inmueble  de  laó  
reclamante  y  la  forma  en  que  incid a  sobre  los  derechos  que  estaí  
invoca.

El informe municipal se ala que la modificaci n estableci  lasñ ó ó  
zonas  V3a,  V3b  y  ZPD;  que  las  dos  primeras  mantienen  el  uso 
residencial;  y  que  la  ltima  permite  usos  de  equipamiento,  espacioú  
p blico y reas verdes. Frente a ello, el reclamo no precisa cu l de esasú á á  
zonas se aplica espec ficamente al inmueble rol de aval o N.  3161-4,í ú º  
ni explica de qu  manera la nueva normativa incide sobre el permisoé  
de obra nueva N.  9/2019 y sus modificaciones.º

La propia reclamante afirma que dicho permiso fue otorgado el 
31 de enero de 2019, antes de la modificaci n cuestionada. El art culoó í  
1.1.3  de  la  Ordenanza  General  de  Urbanismo  y  Construcciones 
dispone que las solicitudes de permisos deben ser evaluadas y resueltas 
conforme a las normas vigentes a la fecha de su ingreso y reconoce que 
los permisos emitidos por los directores de obras municipales gozan de 
presunci n  de  legalidad,  imperio  y exigibilidad.  No se  ha aportadoó  
antecedente  que  permita  concluir  que  la  modificaci n  del  Planó  
Regulador, por su sola dictaci n, haya dejado sin efecto aquel permiso.ó

Por  lo  dem s,  la  paralizaci n  que  afecta  al  proyecto,  seg ná ó ú  
expone la misma reclamante, fue dispuesta en la causa Rol Protecci nó  
N.  34.140-2020  mientras  se  obten a  la  evaluaci n  ambiental  delº í ó  
proyecto. Ese procedimiento corresponde a un r gimen distinto de laé  
evaluaci n  ambiental  estrat gica  de  un instrumento  de  planificaci nó é ó  
territorial y no permite atribuir dicha paralizaci n al decreto alcaldicioó  
impugnado.

En  tales  condiciones,  los  antecedentes  aportados  no  permiten 
establecer  que  el  Decreto  Alcaldicio  N.  11.932  haya  producido,º  
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respecto  del  inmueble  o  del  permiso  invocados,  la  privaci n  deló  
dominio que sirve de fundamento a esta alegaci n.ó

Noveno: Que  las  dem s  infracciones  constitucionalesá  
denunciadas  tampoco  permiten  establecer  una  ilegalidad  del  acto 
reclamado.

La alegaci n de desigualdad se sustenta en comparar la exigenciaó  
de  evaluaci n  ambiental  aplicable  a  determinados  proyectos  con  laó  
evaluaci n ambiental estrat gica de una modificaci n a un instrumentoó é ó  
de  planificaci n  territorial.  Se  trata  de  procedimientos  regidos  poró  
presupuestos y finalidades diferentes, de manera que esa comparaci nó  
no demuestra que la Municipalidad haya dispensado un trato desigual 
frente a situaciones equivalentes.

La  garant a  de  no  ser  juzgado  por  comisiones  especiales  noí  
guarda relaci n  con la  dictaci n  de una norma urban stica  por  losó ó í  
rganos municipales competentes. A su vez, las referencias a la libertadó  

de trabajo, a la libertad para desarrollar actividades econ micas y a laó  
no discriminaci n arbitraria en materia econ mica se hacen derivar deó ó  
las mismas restricciones urban sticas ya examinadas, sin identificar unaí  
infracci n distinta y concreta a las normas que regulan el ejercicio deó  
la potestad planificadora.

Finalmente,  la  alegaci n  relativa  al  derecho  de  propiedad  seó  
funda en la expropiaci n regulatoria que no ha sido demostrada en losó  
t rminos expuestos en el motivo precedente. Tampoco se advierte unaé  
infracci n  a  los  art culos  6  y  7  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laó í ó í  
Rep blica,  desde  que  la  Municipalidad  actu  en  ejercicio  de  laú ó  
competencia que la Ley General de Urbanismo y Construcciones y su 
Ordenanza le reconocen para elaborar y modificar el Plan Regulador 
Comunal,  sin que se haya acreditado la omisi n de una formalidadó  
exigida por la ley.

D cimo:é  Que  la  falta  de  pronunciamiento  expreso  sobre  el 
reclamo deducido en sede municipal tampoco constituye la ilegalidad 
que se denuncia. El art culo 151, letra c), de la Ley N.  18.695 disponeí º  
expresamente que el reclamo se considerar  rechazado si el alcalde noá  
se  pronuncia  dentro  del  t rmino  de  quince  d as  contado  desde  sué í  
recepci n.ó

El rechazo t cito constituye la consecuencia jur dica que la leyá í  
asigna al silencio y habilita al afectado para reclamar ante la Corte de 
Apelaciones. Por consiguiente, la ausencia de una resoluci n municipaló  
expresa no invalida por s  misma el  Decreto Alcaldicio  N.  11.932,í º  
cuya legalidad ha podido ser discutida en esta sede.

Und cimoé : Que,  en m rito  de todo lo  razonado, esta Corteé  
concluye que no se ha demostrado que la Ilustre Municipalidad de 
Vi a  del  Mar,  al  promulgar  la  Modificaci n  al  Plan  Reguladorñ ó  
Comunal  de  Vi a  del  Mar,  Sector  Re aca  Norte  Costa ,  hayañ « ñ »  
incurrido en alguna de las ilegalidades denunciadas por la reclamante.

Por  estas  consideraciones  y  visto,  adem s,  lo  dispuesto  en  elá  
art culo 151 de la Ley N.  18.695, í º se  rechaza , sin costas, el reclamo 
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de ilegalidad deducido a folio 1 por MAKROCEANO S.A. en contra 
de la Ilustre Municipalidad de Vi a del Mar.ñ

Reg strese, notif quese y arch vese en su oportunidad.í í í
Redacci n del abogado integrante Eduardo Morales Espinosa.ó
N°Contencioso Administrat ivo-209-2025 .
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Pronunciado por la Tercera Sala de la C.A. de Valparaíso integrada por Ministro Vicente Jesus

Hormazabal A., Ministro Suplente German Manuel Nuñez R. y Abogado Integrante Eduardo Morales

E. Valparaiso, cuatro de agosto de dos mil veintiseis.

En Valparaiso, a cuatro de agosto de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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